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I. Introducción

E l financiamiento de los partidos políticos y de las
candidaturas independientes constituye uno de los
elementos fundamentales para garantizar condicio-

nes de equidad en la competencia electoral. La disponi-
bilidad de recursos económicos incide directamente en 
la capacidad de los actores políticos para organizar sus 
actividades, difundir sus propuestas y participar en los 
procesos electorales. Por esta razón, la regulación del 
financiamiento político se ha convertido en un compo-
nente central en el diseño institucional de los sistemas 
democráticos contemporáneos.

En este sentido, el régimen de financiamiento de los 
partidos políticos permite comprender buena parte de la 
lógica de funcionamiento de un sistema electoral. Los 
recursos que reciben las organizaciones políticas les per-
miten desarrollar sus actividades ordinarias, sostener 
sus estructuras organizativas, participar en campañas 
electorales y promover programas de formación política 
y participación ciudadana. De ahí que la existencia de 
reglas claras respecto del origen y uso de dichos recursos 
resulte indispensable para el adecuado funcionamiento 
de la democracia.

La regulación del financiamiento de los partidos políticos 
ha estado presente en el desarrollo de las normas electo-
rales mexicanas desde hace varias décadas. No obstante, 
en las primeras etapas de la transición democrática este 
tema no ocupó un lugar central dentro de la agenda de 
reformas electorales. En aquel momento, las prioridades 
se orientaban principalmente a la construcción de institu-
ciones electorales confiables y a la definición de procedi-
mientos capaces de generar credibilidad en los procesos 
electorales, así como a la adaptación del sistema elec-
toral para permitir que la creciente pluralidad política del 

país pudiera reflejarse adecuadamente en los órganos de 
representación del Estado (Córdova, 2011, p. 351).

En el contexto de esta evolución institucional, parti-
cularmente a partir de la reforma de 1996, el sistema 
electoral mexicano ha experimentado un proceso de for-
talecimiento y consolidación progresiva. Sin embargo, 
diversos análisis han señalado que dicho desarrollo tam-
bién ha estado acompañado de tensiones que han inci-
dido en la legitimidad de las contiendas electorales. Entre 
ellas destacan los problemas asociados al financiamiento 
irregular de partidos y candidaturas, los gastos excesi-
vos durante las campañas, así como la multiplicidad de 
impugnaciones de resultados, factores que en distintos 
momentos han impactado en la percepción pública sobre 
la integridad de los procesos electorales (Díaz, 2021, p. 
107). Estas tensiones reflejan, en buena medida, que el 
complejo vínculo entre los recursos económicos y la acti-
vidad política —particularmente en el ámbito electoral— 
posee una naturaleza intrínsecamente problemática, en 
la medida en que la democracia difícilmente puede ope-
rar sin recursos. Tanto los actores que compiten por el 
poder político como las autoridades encargadas de orga-
nizar y resolver las controversias de los procesos elec-
torales requieren financiamiento para desempeñar sus 
funciones. Las campañas electorales, así como la orga-
nización institucional de los comicios, implican inevita-
blemente el uso de recursos. En este sentido, el debate 
no gira en torno a la posibilidad de eliminar los costos de 
la democracia, sino a la elección entre distintos modelos 
de financiamiento político, cada uno con sus ventajas, 
riesgos y mecanismos de control (Morales, 2012, p. 31).

En este marco, uno de los aspectos más relevantes den-
tro del régimen de financiamiento político se refiere a la 
regulación del origen de los recursos que pueden reci-
bir los partidos políticos y las candidaturas. Además de 
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establecer mecanismos para la asignación, control y fis-
calización de los que se utilizan en la actividad política, 
los sistemas electorales suelen prever restricciones res-
pecto de las fuentes de financiamiento permitidas. Estas 
limitaciones responden a la necesidad de preservar la 
equidad en la competencia electoral, evitar la influencia 
indebida de intereses particulares en la contienda polí-
tica y garantizar que el desarrollo de los procesos demo-
cráticos se mantenga vinculado fundamentalmente a la 
voluntad de la ciudadanía. 

II. La regulación del origen de los recursos 
en el sistema electoral mexicano

En el caso mexicano, la regulación del origen de los 
recursos que pueden recibir los partidos políticos y las 
candidaturas constituye uno de los elementos centrales 
del régimen de financiamiento político. A lo largo de las 
distintas reformas electorales, el ordenamiento jurídico 
ha establecido un conjunto de reglas orientadas a deli-
mitar las fuentes de financiamiento permitidas, así como 
a prevenir la intervención de actores cuya participación 
pudiera comprometer la equidad de la competencia elec-
toral o la integridad de los procesos democráticos. Estas 
disposiciones se encuentran en la legislación secunda-
ria, particularmente en la Ley General de Partidos Políti-
cos, que establece diversas prohibiciones respecto de los 
sujetos que no pueden realizar aportaciones o donativos 
a los actores políticos.

Dentro de este marco normativo, el artículo 54 de la Ley 
General de Partidos Políticos establece un catálogo de 
individuos a quienes se les prohíbe efectuar aportaciones 
o donativos a los partidos políticos, así como a las per-
sonas aspirantes, precandidatas o candidatas a cargos 
de elección popular, ya sea en dinero o en especie. Entre 
estos sujetos se encuentran: 

Artículo 54. 

	1.	No podrán realizar aportaciones o donativos a los 
partidos políticos ni a los aspirantes, precandi-
datos o candidatos a cargos de elección popular, 

en dinero o en especie, por sí o por interpósita 
persona y bajo ninguna circunstancia: 

	 a)	 Los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial de la 
Federación y de las entidades federativas, y los 
ayuntamientos, salvo en el caso del financiamiento 
público establecido en la Constitución y esta Ley; 

	 b)	 Las dependencias, entidades u organismos de la 
Administración Pública Federal, estatal o munici-
pal, centralizada o paraestatal, y los órganos de 
gobierno del Distrito Federal; 

	 c)	 Los organismos autónomos federales, estatales y 
del Distrito Federal; 

	 d)	 Los partidos políticos, personas físicas o mora-
les extranjeras; 

	 e)	 Los organismos internacionales de cualquier 
naturaleza; 

	 f)	 Las personas morales, y 
	 g)	 Las personas que vivan o trabajen en el extranjero 

(LGPP, art. 54).

Esta disposición refleja la intención de establecer límites 
claros respecto del origen de los recursos que pueden 
financiar la actividad política, con el propósito de evitar 
la intervención de intereses externos en el desarrollo de 
la competencia electoral.

La prohibición relativa a los recursos provenientes del 
extranjero se inscribe dentro de una lógica más amplia 
orientada a preservar la integridad del sistema demo-
crático. Al restringir la posibilidad de que actores exter-
nos participen en el financiamiento de partidos políticos 
y candidaturas, el ordenamiento busca asegurar que la 
competencia electoral se desarrolle fundamentalmente a 
partir de recursos generados dentro del ámbito nacional, 
sujetos a los mecanismos de control y fiscalización pre-
vistos por la legislación.

En este contexto, el pasado 4 de marzo de 2026 la presi-
denta de la República, Claudia Sheinbaum Pardo, presentó 
una iniciativa de reforma constitucional en materia electo-
ral que planteaba diversas modificaciones al sistema elec-
toral mexicano (Presidencia de la República, 2026).2 La 

	 2	 En la sesión del 11 de marzo, la Cámara de Diputados desechó la iniciativa de reforma constitucional al no alcanzarse la mayoría calificada reque-
rida para su aprobación, toda vez que el grupo parlamentario de Morena no contó con el respaldo completo del Partido Verde Ecologista de México 
(PVEM) y del Partido del Trabajo (PT).
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propuesta abordaba distintos aspectos vinculados con el 
funcionamiento de las instituciones electorales, la organi-
zación de los procesos comiciales y el régimen de financia-
miento, incorporando cambios que, de haberse aprobado, 
habrían tenido implicaciones relevantes para el diseño ins-
titucional del sistema democrático en el país. 

Entre los diversos temas contemplados en la iniciativa 
se incluía una modificación al artículo 41 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, rela-
tiva a la prohibición de recibir recursos provenientes del 
extranjero para el financiamiento de las actividades de 
los partidos políticos y de las candidaturas. En particu-
lar, la propuesta establecía que: “Los partidos políticos y 
las personas precandidatas o candidatas tienen prohibido 
recibir o ejercer para sus actividades o campañas elec-
torales gastos, aportaciones, donaciones o cualquier otro 
recurso en dinero o especie que provenga de inversión u 
organismo extranjero, persona física o moral extranjera, 
o de personas que residan fuera del territorio nacional” 
(Presidencia de la República, 2026, p. 20).

No obstante, la restricción propuesta en la iniciativa 
no representaba, en estricto sentido, una innovación 
normativa dentro del sistema electoral mexicano. El 
ordenamiento jurídico vigente ya contempla disposicio-
nes encaminadas a regular el origen de los recursos 
que pueden recibir los partidos políticos y las candi-
daturas, particularmente en lo que se refiere a apor-
taciones provenientes del extranjero. En consecuencia, 
el sistema jurídico electoral mexicano ya cuenta con 
mecanismos normativos destinados a impedir la inter-
vención de recursos del exterior en la actividad política 
nacional, con el propósito de preservar la equidad en 
la contienda electoral y evitar la influencia de intereses 
ajenos al ámbito nacional en el desarrollo de los proce-
sos democráticos.

Desde esta perspectiva, la propuesta de incorporar 
una disposición de contenido similar en el artículo 41 
constitucional podía interpretarse como un intento de 
trasladar al texto constitucional una regla que ya se 
encontraba prevista en la legislación secundaria. Sin 
embargo, ello abre un cuestionamiento relevante sobre 
la necesidad de elevar esta prohibición a rango consti-
tucional, particularmente si se considera que la norma-
tiva vigente ya establece con claridad las restricciones 

aplicables al origen de los recursos que pueden recibir 
los actores políticos. En ese sentido, más que introducir 
un nuevo mecanismo de control o modificar sustancial-
mente el régimen de financiamiento político, la reforma 
parecía orientarse a reiterar en el plano constitucional 
una disposición que ya forma parte del marco legal que 
regula esta materia.

Este tipo de propuestas también plantea una discusión 
más amplia sobre el alcance que deben tener las normas 
constitucionales dentro del sistema jurídico. Mientras que 
la Constitución suele reservarse para establecer princi-
pios y bases generales del sistema político, la legisla-
ción secundaria cumple la función de exponer con mayor 
detalle los mecanismos específicos de regulación. En ese 
contexto, trasladar al texto constitucional disposiciones 
que ya operan en el ámbito legal puede contribuir a refor-
zar su jerarquía normativa, pero también plantea interro-
gantes sobre la conveniencia de constitucionalizar reglas 
que ya se encuentran adecuadamente previstas dentro 
del marco legislativo vigente. A partir de estas conside-
raciones, resulta pertinente reflexionar sobre los alcances 
y la utilidad de este tipo de reformas dentro del diseño 
institucional del sistema electoral mexicano.

III. Conclusiones 

En suma, el financiamiento político constituye uno de 
los componentes esenciales para comprender el funcio-
namiento de los sistemas electorales contemporáneos, 
pues de él depende en gran medida la equidad en la 
competencia entre los actores políticos y la integridad de 
los procesos democráticos. En este contexto, la regula-
ción del origen de los recursos adquiere una relevancia 
particular, ya que busca impedir que intereses externos o 
recursos de procedencia indebida influyan en el desarro-
llo de la contienda electoral.

El análisis de la iniciativa de reforma constitucional pre-
sentada el 4 de marzo permite advertir que la prohibi-
ción de recibir financiamiento proveniente del extranjero 
ya forma parte del régimen jurídico que reglamenta el 
financiamiento de los partidos políticos y de las can-
didaturas. Desde esta perspectiva, la propuesta de 
incorporar esta disposición en el texto constitucional 
podía interpretarse como un intento de reforzar a nivel 
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constitucional una regla previamente establecida en la 
normativa electoral vigente.

Si bien la iniciativa no prosperó en el proceso legislativo, 
su discusión resulta útil para reflexionar sobre el alcance 
que deben tener las reformas constitucionales en mate-
ria electoral. En particular, invita a considerar si resulta 
necesario elevar a rango constitucional disposiciones que 
ya se encuentran claramente previstas en la legislación 
secundaria o si, por el contrario, resulta más adecuado 

preservar el equilibrio entre las bases constitucionales del 
sistema electoral y su desarrollo en la legislación ordinaria.

En este escenario, la reforma presentada por el oficia-
lismo no está encaminada a robustecer ni a consolidar el 
sistema electoral mexicano; por el contrario, apunta en 
sentido opuesto. Las iniciativas impulsadas en los últimos 
años, desde que Morena llegó al poder, han tendido a des-
mantelar la función electoral y a debilitar los equilibrios 
institucionales que sostienen al sistema democrático.




